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RESUMEN COMENTADO A LA SENTENCIA 95/2002 DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL SOBRE EL REPARTO COMPETENCIAL EN MATERIA DE FORMACIÓN PROFESIONAL CONTINUA
Antecedentes

La materia de la que se ocupa la sentencia, la formación profesional de los trabajadores en activo, se venía gestionando a través del 1º Acuerdo nacional sobre formación profesional continua firmado por los agentes sociales. En dicho Acuerdo se prevé que los programas formativos se financien según el Acuerdo tripartito entre los agentes sociales y el Ministerio de Trabajo. El 1º Acuerdo nacional tuvo una vigencia trianual (1993-1996) y fue seguido de otros dos acuerdos (1997-2000 y 2001-2004) que remiten a su vez al correspondiente acuerdo tripartito en el que se fija la financiación de los programas de formación.

La Generalitat, que es la que interpone el recurso de inconstitucionalidad contra la Disposición adicional de la Ley de presupuestos generales del Estado para 1993 y posteriormente un conflicto positivo de competencias contra el Acuerdo tripartito en materia de formación continua firmado el 22/12/1992, tiene transferida la gestión  y ejecución del plan o norma reguladora de la formación profesional ocupacional y continua de los trabajadores (Decretos de traspasos 1577/19991 y 47/1993).
No debe olvidarse que en la CAPV el sistema es distinto ya que se dispone de acuerdos interprofesionales propios gestionados por la fundación Hobetuz.

La doctrina del TC contenida en su sentencia 95/2002, de 25 de abril

El Tribunal comienza excluyendo la materia de la enseñanza ya que considera que la formación continua no puede considerarse integrada en la formación profesional reglada.

Considera, asimismo, que nos encontramos delante un caso de fondo nacional de empleo, ya que el sistema no está diseñado como un fondo ni la formación profesional continua se enmarca en la política económica del Estado orientada al pleno empleo. Tampoco puede hacerse valer el titulo del 149.1.13 ya que las medidas previstas en los Acuerdos ni tienen una incidencia significativa en la actividad económica general.

Nos encontramos, por el contrario, dentro de la materia legislación laboral, ya que se trata de la regulación de un derecho específico de los trabajadores: el derecho a la promoción y formación profesional en el trabajo.

En esta materia, es sabido, el Estado ostenta la competencia normativa y las CCAA son las competentes para ejecutar tal normativa y pueden dictar reglamentos internos de organización de los servicios.

Dicho esto el TC desglosa la materia distinguiendo entre la competencia de gestión de la formación profesional (ejecución de los programas de formación) y la competencia  de gestión de la financiación de los programas.

1) la gestión de los programas de formación, según se determina en los Acuerdos nacionales, queda encomendada a diversos órganos de composición mixta estado y agentes sociales. Este sistema de gestión no se adecua, según la STC 95/2202, a la distribución de competencias fijada en el bloque de constitucionalidad, ya que desconoce  las facultades de las CCAA en materia de ejecución de la legislación laboral. Añade el TC que el sistema diseñado es “anómalo” toda vez que la formación continua se realiza con el soporte material de una red de centros de formación profesional de titularidad pública autonómica.
Por tanto las CCAA son competentes para ejecutar los programas que se prevén en los Acuerdos Nacionales (planes de formación de empresas de más de 200 trabajadores radicadas en Cataluña, agrupación de empresas que superen esta cifra y que se localicen en el ámbito territorial de la CA y los permisos individuales de formación).

Se establece una excepción en el FJ 16, al sostener el Tribunal que la Administración Central puede efectuar una gestión centralizada cuando existan razones que impidan la gestión por parte de la CA de todos o algunos programas de formación, razones que pueden fundarse en la dimensión supraterritorial de los programas o en otros motivos que determinen tal imposibilidad de gestión autonómica.

2) La gestión de la financiación de los programas: a través del correspondiente acuerdo tripartito los agentes sociales y el Estado deciden la financiación de los programas, siendo transferidos los recursos al órgano que gestiona los programas. El TC reprocha esta situación toda vez que va contra la competencia autonómica de ejecución de la legislación laboral al determinar la ausencia de las CCAA en la gestión de las subvenciones.

Se acude por el TC a la conocida STC 13/1992, remarcándose el supuesto relativo a la gestión de subvenciones en los supuestos de competencias ejecutivas autonómicas, recordando que el Estado puede regular en detalle el destino, las condiciones y la tramitación de las subvenciones, siempre que salvaguarde la potestad autonómica de autoorganización de los servicios.
Es por ello que la gestión de los fondos corresponde a la CA y el Estado no puede transferirlos a favor de ningún otro organismo, debiendo, en concordancia con la doctrina sentada en la STC 13/1992, territorializarse las partidas presupuestarias.

Comentarios a la Sentencia

En resumen la STC 95/2002 inscribe la formación continua dentro del titulo del 149.1.7 CE, y de este encuadramiento constitucional se desprende que corresponde a las CCAA la competencia de ejecución de la normativa laboral y, en consecuencia, la gestión de los programas de formación profesional continua y también la gestión de su financiación.

En uso de dicha competencia las CCAA pueden gestionar los programas de formación con los instrumentos organizativos que consideren adecuados (bien a través de un servicio propio de empleo, o de formación o siguiendo la estructura que mantenía el Estado…) Este es el marco, el espacio, en el que la CA ejerce su competencia ejecutivo, estableciendo y diseñando los mecanismos para aplicar la normativa estatal a través de su propia organización y de las singularidades socioeconómicas de su territorio. Las CCAA no pueden implantar una política alternativa sino que deben gestionar, administrar en el ámbito de discrecionalidad necesaria que le deje la normativa, los programas estatales. Para ello los fondos que financien los programas de formación deben territorializarse, bien en los propios presupuestos bien en convenios posteriores. Podría plantearse la posibilidad de habilitar otros vías o sistemas de financiación alternativos: determinado que los recursos se generen mediante deducciones a la cuota correspondiente de formación profesional que se ingresa por las empresas a la Seguridad Social, y ello siguiendo la STC 195/1996 en cuanto estimó que dichas cuotas no formaban parte de la caja única, núcleo del régimen económico de la SS.
La STC 95/2002 aprecia una importante excepción a la conclusión primera; aprecia un elemento distorsionador que puede servir para que el Estado centralice la gestión de los programas. El FJ 16, admite de forma peligrosa, que el Estado considere que determinados programas no pueden gestionarse de forma adecuada por las CCAA, bien por su dimensión supraterritorial bien por otros motivos, requiriendo una gestión centralizada (esta premisa ya fue anticipada de forma más difusa en la STC 13/1992 cuando incluía una posible excepción a la territorialización de las subvenciones en su FJ 8)

Sin embargo esta posibilidad de centralización debe interpretarse de forma excepcional, nunca como un instrumento general de gestión de la formación continua, en cuanto que la doctrina general responde a la gestión autonómica; el poder del Estado para la gestión de los programas debe ser un poder limitado ya que de generalizarse estaríamos ante un fraude constitucional. En este sentido la sentencia recuerda que el Estado debe motivar la imposibilidad de gestión autonómica, imposibilidad que podría darse, según la STC 13/1992 cuando la gestión centralizada resulte “imprescindible para asegurar la plena efectividad de las medidas dentro de la ordenación básica del sector”.
Por otro lado, acudir de forma generalizada al criterio de la supraterritorialidad, es decir una empresa con establecimientos en varias CCAA, significaría, al día de hoy, una quiebra absoluta de la competencia autonómica, toda vez que las grandes empresas disponen de establecimientos en distintos territorios autonómicos. Asimismo la doctrina del propio Tribunal ha venido a posibilitar otros instrumentos de coordinación cuando aparece el criterio de la supraterritorialidad: la posibilidad de gestionar de forma coordinada entre distintas CCAA los programas.
No debe olvidarse, por último, que el Estado ya dispone de un instrumento para afectar la competencia de ejecución autonómica: su capacidad normativa y de financiación, capacidad que le permite la regulación en detalle del destino, las condiciones y la tramitación de las subvenciones (STC 13/1992).
Ante ello cabe defenderse que el Estado deje un margen de maniobra a las CCAA para determinar el destino de los recursos económicos de tal forma que permita una mayor aproximación a la realidad económica, empresarial y laboral de cada CA. Sería adecuado permitir cierta flexibilidad a las CCAA para la definición final de los programas o para la creación a algunas acciones específicas que, si bien no se prevén a nivel general, pueden ser interesantes en las CCAA atendiendo a su tejido empresarial.
Otra herramienta de flexibilización es la articulación de mecanismos participativos, mediante la presencia de la CA en los órganos nacionales que gestionen la formación continua de forma centralizada.



� En esta materia se puede consultar “El derecho a la formación profesional del trabajador” de Maria del Mar Mirón Hernandez, Consejo Económico y Social, Madrid 2000 así como Laura Díez Bueso en “el clip” del Instituto de Estudios autonómicos de Catalunya
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